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La participación de las mujeres en la política es 
un derecho fundamental basado en los prin-
cipios de igualdad y no discriminación. En 
esta investigación se sostiene que a pesar del 
marco jurídico internacional de los derechos 
humanos garantista —ya que se desarrollaron 
múltiples tratados de derechos humanos en 
favor de la igualdad sustancial entre el hombre 

y la mujer, y la adecuación de la Constitución 
Política del Estado (CPE) a estos estándares, 
fundamentalmente tomando en cuenta el 
mandato constitucional de la paridad de 
género y la alternancia que se cumple for-
malmente— subsiste todavía la inadecuada 
participación en las estructuras internas de los 
partidos políticos.
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INTRODUCCIÓN

Bolivia atravesó una serie de reformas im-
portantes, cuyos propósitos se orientaban a 
reestructurar el Estado y la sociedad en un 
contexto democrático. El sistema jurídico 
no queda al margen de este cambio y está 
atravesando un proceso de transformación, 
reconfigurándose a partir del sistema plural 
de justicia y la asimilación del derecho inter-
nacional de los derechos humanos, a partir 
de lo que denominó bloque de constitucio-
nalidad, establecido en los artículos 13, 256 
y 410 la Carta Magna. 

Es así que la CPE incorpora una serie de 
artículos relacionados con la igualdad y no 

discriminación de las mujeres. Para com-
prender dicho enfoque es necesario analizar 
el concepto de la despatriarcalización a la luz 
de los tratados internacionales y de la vida 
cotidiana, y cómo ésta debe plasmarse en la 
democracia interna de las organizaciones po-
líticas. Por lo tanto, la presente investigación 
en su primer punto realiza una aproximación 
conceptual de lo que se entiende por despa-
triarcalización y los tratados internacionales 
de derechos humanos en el área de la mujer, 
en el segundo acápite aborda la democracia 
en Bolivia, en el tercer tópico analiza la demo-
cracia interna en los partidos políticos y por 
último tiene un apartado de conclusiones.
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1. QUÉ ES EL PATRIARCADO

A pesar de los avances en los últimos años, 
persisten las diferencias en la participación de 
los hombres y las mujeres en las instituciones 
sociales, económicas, políticas y religiosas, lo 
que muestra que las mujeres aún están exclui-
das del poder público y todavía son relegadas 
al ámbito doméstico. Nava (1993) señala que 
las llamadas características “femeninas” (va-
lores, deseos, comportamientos) se asumen 
mediante un complejo proceso individual y 
social: el proceso de adquisición de género.

La categoría “género” se referirá a las estruc-
turas sociales, culturales o psicológicas que se 
imponen a las diferencias biológicas. El sexo 
es determinado biológicamente; el género 
es construido históricamente. Las normas 
sociales son la expresión de lo que se espera 
de una mujer o de un hombre; marcan las 
expectativas que la sociedad tiene de sus 
miembros. Cuanto más diferenciado sea el 
lugar que una mujer ocupe en la sociedad, 
mayor será la diversidad y especificidad de 
tales normas, las cuales pretenden regular 
los comportamientos y hacerlos previsibles 
(Nava, 1993).

La posición de género, adquirida en fun-
ción del sexo, conduce a una ordenación 
jerárquica de los individuos, según la cual 
ser hombre es superior a ser mujer. La ad-
quisición de género conlleva el aprendizaje 
de unas normas que informan a las personas 
de lo obligado, lo permitido y lo prohibido, 
preceptos que se transmiten a través de las 
instituciones sociales, principalmente la 
familia, la iglesia, la educación, el trabajo, 
mediante el proceso de socialización. El 
resultado de lo anterior es una sociedad 
dividida en masculino y femenino, donde lo 
femenino se encuentra en desventaja social, 
económica, política e individual.

Acerca del patriarcado, Ybarnegaray (2012) 
plantea lo siguiente:

Es un concepto redefinido por la teoría 
feminista a partir de los años setenta del 
siglo pasado y pieza clave para el análisis 
de la realidad sociocultural. Es una forma 
de organización política, económica, 
religiosa y social basada en la idea de 
autoridad y liderazgo del varón, en la que 
se da el predominio del hombre sobre las 
mujeres; del marido sobre la esposa; del 
padre sobre la madre y los hijos (...). Ha 
surgido de una toma de poder histórico 
por parte de los hombres, quienes se 
apropiaron de la sexualidad y la apro-
piación de la fuerza de trabajo total del 
grupo dominado, de su producto, los 
hijos y otros, creando al mismo tiempo 
un orden simbólico a través de los mitos 
y la religión que lo perpetúan como 
única estructura posible.

El patriarcado hace referencia a la forma de 
organizar la sociedad y el Estado alrededor 
de la superioridad y del dominio del hom-
bre, en todos los ámbitos y en todas las 
relaciones sociales.

El poder patriarcal como institución, en 
virtud de la cual una mitad de la población  
—las mujeres— se encuentra bajo el control 
de la otra mitad —los hombres— se apoya 
en las relaciones poder (Millett, 1970: 45-
46) y en las prácticas sociales, en las insti-
tuciones y en las diversas esferas de la vida 
social, la economía, la política y la cultura. 
Se establece la superposición de la jerarqui-
zación natural, que delimita el poder del 
más fuerte sobre la más débil y determina 
comportamientos culturalmente, y se so-
brepone la ley del proveedor generalmente 
masculino. Sin lugar a dudas, esto se refleja 
en la persistencia del dominio masculino 
basado en la patria potestad, concepto que 
sintetiza las relaciones de género al amparo 
del régimen legal, según el cual la esposa y 
los hijos estaban sujetos al padre. La domi-
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nación patriarcal que genera la opresión de 
las mujeres se logra a través de formas de 
expropiación, discriminación y violencia.

El Derecho desempeñó un rol esencial en 
la consolidación del patriarcado, ya que 
éste elaboró y reprodujo legislaciones más 
sutilmente patriarcales que despojan a las 

mujeres de ciertos derechos, como la libertad 
de tránsito, de participación política o la no 
garantía de la integridad física al no castigar la 
violencia doméstica, etc. Pero claro, después 
de siglos en los que las mujeres no existían 
como personas ante el Derecho, el hecho 
de que se les despoje de algunos derechos 
humanos no parece tan grave. 

1.1. Desmontar el patriarcado

Feministas de diversas épocas, sociedades y 
culturas consideraron que para enfrentar y 
desmontar el patriarcado es indispensable 
eliminar las causas estructurales de la opre-
sión de las mujeres, eliminar los poderes 
de dominio de los hombres y construir la 
igualdad entre mujeres y hombres (Lagarde, 
2012: 19).

La igualdad de género impacta y corrige 
otras desigualdades sociales. Avanzar en la 
erradicación de todas las formas de discri-
minación contra las mujeres, así como en la 
eliminación de todos los tipos y modalidades 
de violencia contra las mujeres, solo es 
posible si se desmontan las estructuras y los 
mecanismos patriarcales que las causan. Por 
eso, las iniciativas feministas de cambio son 
estructurales y radicales.

Lagarde (Ibíd.: 28) propone que “los 
mejores recursos para la despatriarcalización 
son: i) la democracia; activando una 
ciudadanía plena; ii) el desarrollo humano 
sustentable o con rostro humano; y iii) la 

solución pacífica de los conflictos desde la 
perspectiva de género”. 

Esta investigación estará enfocada en demo-
cracia y ciudadanía, ya que en democracia 
la ciudadanía consiste en la capacidad que 
tienen las personas para ejercer plenamente 
sus derechos humanos.

Según Lagarde, la democracia solo puede 
entenderse activando una ciudadanía plena 
con ejercicio de los derechos humanos 
de las personas, ya que se puede definir la 
ciudadanía moderna como la existencia de 
actores sociales: 

[...] Con posibilidades de autodetermi-
nación, capacidad de representación 
de sus intereses y demandas, y el pleno 
ejercicio de sus derechos individuales y 
colectivos jurídicamente tutelados, sin 
ello, resulta vano hablar de construcción 
de consenso, de sociedad integrada o de 
sistemas democráticos estables. 

1.2. Normativa internacional e interna en torno a la “despatriarcalización”

Los colectivos feministas señalaron que la 
ley de la despatriarcalización tiene como 
cometido normar la transformación efec-
tiva de la vida de las mujeres para eliminar 
estructuras y relaciones de poder patriarcal 
en la sociedad y en el Estado, y avanzar hacia 
relaciones equilibradas, solidarias y de coo-
peración entre mujeres y hombres, como un 

nuevo principio democrático de género y de 
la organización social. La ley de despatriarca-
lización debe incluir como finalidad cumplir 
con el marco jurídico constitucional y con el 
derecho internacional (Ibíd.: 31). 

Es así que los procesos de desestructuración 
del patriarcado en el mundo generaron una 
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normatividad internacional que debe ser 
tomada como fundamento de la ley, que a 
su vez debe armonizar en su declaración de 
principios y en su articulado, entre otros, 
los siguientes instrumentos internacionales: 
La Convención sobre la Eliminación de 
todas las Formas de Discriminación contra 
la Mujer (Cedaw, por sus siglas en inglés) 
y su Protocolo Facultativo, la Convención 
Interamericana para Prevenir, Sancionar y 
Erradicar la Violencia contra la Mujer, Belém 
do Pará, La Declaración y el Programa de 
Acción de Viena, La Declaración y la Plata-
forma de Acción de Beijing, la Declaración y 
los Objetivos de Desarrollo del Milenio, Los 
Convenios de la Organización Internacional 
del Trabajo.

Para contextualizar el lugar que ocupan en 
la normativa boliviana los tratados interna-
cionales, cabe señalar que la CPE de 2009 
señala: “[...] el bloque de constitucionalidad 
está integrado por los tratados y convenios 
internacionales en materia de derechos hu-
manos” ratificados por Bolivia (Art. 410, II).

El bloque de constitucionalidad está inte-
grado por los tratados internacionales en 
derechos humanos, que consecuentemente 
son normas constitucionales, es decir, que 
el Estado Plurinacional de Bolivia integra los 

instrumentos internacionales antes referidos 
al derecho interno con rango constitucional 
(Rivera, 2018: 304). Por tanto, los derechos 
incorporados en los tratados de derechos 
humanos ratificados son normas constitu-
cionales fundamentadoras de todo el orden 
jurídico interno que forman parte del catálo-
go de los derechos fundamentales previstos 
por la Constitución.

Al respecto, la Carta Magna estipula: 

Los tratados e instrumentos internacio-
nales en materia de derechos humanos 
que hayan sido firmados, ratificados o 
a los que se hubiera adherido el Estado, 
que declaren derechos más favorables 
al contenido en la Constitución, se 
aplicarán de manera preferente sobre 
esta (Art. 256). 

Como se puede constatar, la CPE otorga a 
los tratados de derechos humanos aplicación 
preferente en algunos supuestos jurídicos, 
como cuando hubiese derechos más favora-
bles a las personas, contenidos en los tratados 
de derechos humanos, por tanto, se aplican al 
tenor de lo estipulado en el artículo 256, con 
el principio propersona que activa la necesi-
dad de hacer efectiva la protección integral 
del ser humano preservando su dignidad.

2. CONVENIOS INTERNACIONALES DE DERECHOS HUMANOS 
DE LAS MUJERES

La Declaración Universal de los Derechos 
Humanos señala: “Todos los seres humanos 
nacen libres e iguales en dignidad y derechos 
y, dotados como están de razón y conciencia, 
deben comportarse fraternalmente los unos 
con los otros” (Art. 1). 

Esto supone el primer reconocimiento 
universal de que los derechos básicos y las 

libertades fundamentales son inherentes a 
todos los seres humanos, inalienables y apli-
cables en igual medida a todas las personas, 
y que todos y cada uno de nosotros hemos 
nacido libres y con igualdad de dignidad y de 
derechos, independientemente de la nacio-
nalidad, lugar de residencia, género, origen 
nacional o étnico, color de piel, religión o 
idioma, aspecto plasmado en el artículo.
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2.1. La Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación con-
tra la Mujer (Cedaw)

Esta convención fue adoptada por la Asam-
blea General de las Naciones Unidas en 1979 
y entró en vigencia el 3 de septiembre de 
1981. Este instrumento legal considera que 
la discriminación contra la mujer viola el 
principio de igualdad y dignidad humana, y 
dificulta su participación social, económica y 
política. Establece la necesidad de modificar 
el papel tradicional del hombre y de la mujer 
en la sociedad y en la familia, en aras de una 
igualdad real y efectiva en todas las esferas 
de la vida. Para tal efecto, se obliga a los 
Estados parte a tomar medidas apropiadas 
para modificar los patrones socioculturales 
de conducta, eliminar los prejuicios y las 
prácticas discriminatorias. Esta convención 
fue ratificada en Bolivia mediante la Ley 
1100, de 15 de septiembre de 1989, por lo 
tanto, el Estado boliviano asume como causa 
propia la erradicación de la discriminación 
contra la mujer y se obliga a tomar medidas 
educativas, laborales, reformas legislativas y 
a elaborar políticas públicas para eliminar la 
discriminación y violencia hacia las mujeres 
(Sandoval, 2012: 111).

La Convención fue calificada, con razón, 
como la Carta de Derechos Humanos de la 

Mujer, ya que en 16 artículos que se vinculan 
jurídicamente entre sí confirman varios prin-
cipios que habían sido intencionalmente 
consagrados en la Declaración Universal de 
los Derechos Humanos de 1948 y puntuali-
za los consagrados en los Pactos de Derechos 
Humanos, o en algunos convenios específi-
cos, como la Convención sobre los Derechos 
Políticos de la Mujer de 1952, entre otros 
(Roca, 2015: 101). 

La Cedaw se estructura en seis partes. La pri-
mera consagra los principios y compromisos 
generales; la segunda se refiere a los derechos 
civiles y políticos de las mujeres; la tercera 
corresponde a los derechos sociales y eco-
nómicos, incluyendo la atención específica 
a las mujeres rurales; la cuarta se aboca a la 
igualdad ante la ley y en el ámbito de la fa-
milia; la quinta contiene las disposiciones de 
seguimiento y vigilancia de la aplicación de la 
Convención, en las que se establece el Comi-
té para la Eliminación de la Discriminación 
contra la Mujer; y la sexta corresponde a las 
cuestiones de procedimiento, entrada en vi-
gor, solución de controversias y presentación 
de reservas. Por razones de enfoque solamen-
te se analizará las dos primeras partes.

2.1.1. Contenido de la Convención 

La definición de la discriminación contra la 
mujer, señalada en el artículo 1 de la Con-
vención, abarca: “Toda distinción, exclusión 
o restricción basada en el sexo que tenga por 

objeto o por resultado menoscabar o anular 
el reconocimiento, goce o ejercicio de sus 
derechos humanos y las libertades funda-
mentales” (Naciones Unidas, 1987).

2.1.2. Adecuación de la Convención 

El objetivo principal del artículo 2 de la Ce-
daw es lograr que se establezca una estructura 
jurídica apropiada por la que se garantice la 
igualdad, de jure y de facto, que se cuente con 
los recursos necesarios para hacerla valer y se 

defina las sanciones necesarias para los “actos 
de discriminación públicos y privados”, 
incluyendo los que derivan de las acciones 
de violencia contra la mujer (Ibíd.). Dicho 
artículo indica:
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Los Estados Partes condenan la discri-
minación contra la mujer en todas sus 
formas, y convienen en seguir, por todos 
los medios apropiados y sin dilaciones, 
una política encaminada a eliminar la 
discriminación contra la mujer y, con tal 
objeto, se comprometen a:

a) Consagrar, si aún no lo han hecho, 
en sus constituciones nacionales y en 
cualquier otra legislación apropiada, 
el principio de la igualdad del hombre 
y de la mujer y asegurar por ley u otros 
medios apropiados la realización prác-
tica de ese principio. 

Al respecto, la nueva CPE incorpora “un 
lenguaje no sexista que hace visible la iden-
tidad diferenciada de mujeres y hombres y 
en casi una treintena de artículos garantiza 
los derechos de las mujeres”, entre ellos la 
equidad de género como valor del Estado 
(Art. 8), la equidad de género como princi-
pio del sistema de gobierno (Art. 11), la no 
discriminación como principio fundamental 
del Estado y la sanción a todas las formas de 
discriminación (Art. 14), el derecho a vivir 
sin violencia como primer derecho funda-
mental, con mención explícita a que es un 
derecho de las mujeres (Art. 15), la equidad 
de género en la participación política (Art. 
26), el reconocimiento de los derechos 
sexuales, y los derechos reproductivos para 
mujeres y hombres (Art. 66), entre otros. 

b) Adoptar medidas adecuadas, legislati-
vas y de otro carácter, con las sanciones 
correspondientes, que prohíban toda 
discriminación contra la mujer. En este 
marco, cabe destacar la Ley Integral 
para Garantizar a la Mujer una vida 
Libre de Violencia (Ley 348); la Ley 
contra el Acoso y Violencia Política ha-
cia las Mujeres (Ley 243), a fin de com-
batir y erradicar este tipo de violencia y 

2 La Ley 1674, de 15 de diciembre de 1995, Ley de Violencia Intrafamiliar, se constituye en la primera norma con enfoque de género, mediante 
la cual se estableció como política del Estado la lucha contra la violencia en la familia o doméstica, determinándose los hechos que constituyen 
violencia en la familia, las sanciones que corresponden al autor y las medidas de prevención y protección inmediata a la víctima. Asimismo, las 
modificaciones al Código de Procedimiento Penal establecieron que los delitos penales cometidos entre cónyuges serán procesados en el ámbito 
penal y no quedarán en la impunidad.

garantizar los medios de protección; y 
la Ley Integral contra la Trata y Tráfico 
de Personas, entre otras.

c) Establecer la protección jurídica de los 
derechos de la mujer sobre una base de 
igualdad con los del hombre y garan-
tizar, por conducto de los tribunales 
nacionales o competentes y de otras 
instituciones públicas, la protección 
efectiva de la mujer contra todo acto 
de discriminación.

d) Abstenerse de incurrir en todo acto la 
práctica de discriminación contra la 
mujer, y velar porque las autoridades 
e instituciones públicas actúen de 
conformidad con esta obligación.

e) Tomar todas las medidas apropiadas 
para eliminar la discriminación contra 
la mujer practicada por cualesquiera 
personas, organizaciones o empresas. 

La Convención tiene características propias 
que la convierten en un instrumento sui 
géneris entre los referidos a los derechos de las 
mujeres, ya que no solo aborda las acciones 
del Estado, sino que incluye además los actos 
de personas físicas o morales, como se esti-
pula en el artículo 2 (e) y, por tanto, amplía el 
marco de responsabilidad del Estado.

f) Adaptar todas las medidas adecuadas, 
incluso de carácter legislativo, para 
modificar o derogar leyes, reglamen-
tos, usos y prácticas que constituyan 
discriminación contra la mujer (Na-
ciones Unidas, 1987). 

En los antiguos códigos penales existían 
normas discriminatorias que fueron  
derogadas mediante las leyes denominadas 
“Blatman” y el Código de Procedimiento  
Penal del año 20002.
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2.1.3. Eliminación de barreras discriminatorias

En los tres artículos siguientes (4, 5 y 6 de 
la primera parte) se abordan tres cuestiones 
muy importantes: las medidas temporales, 
los estereotipos y la violencia sexual. En el 
primero de ellos se reconoce la necesidad de 
eliminar cualquier barrera discriminatoria 
y promover la igualdad para lograr una 
verdadera igualdad de facto, incluyendo la 
adopción de medidas de “acción afirmativa” 
al garantizar también que, cuando sea indis-
pensable hacerlo, los Estados pueden tomar 
medidas temporales especiales que permitan 
acortar la brecha de desigualdad entre hom-
bres y mujeres, aclarando que aquellas que 
protejan la maternidad no se considerarán 
discriminatorias. 

El artículo 4 de la Convención indica: 

La adopción por los Estados Partes de 
medidas especiales de carácter temporal 
encaminadas a acelerar la igualdad de 
facto entre el hombre y la mujer no se 
considerará discriminación en la forma 
definida en la presente Convención, 
pero de ningún modo entrañará, como 
consecuencia, el mantenimiento de nor-
mas desiguales o separadas; estas medidas 
cesarán cuando se hayan alcanzado los 
objetivos de igualdad de oportunidad y 
trato. (Naciones Unidas, 1987)

La Cedaw, en su Recomendación General 5, 
insta a que los Estados partes:

[...] hagan mayor uso de medidas 
especiales de carácter temporal como 
la acción positiva, el trato preferencial 

o los sistemas de cuotas para hacer que 
progrese la integración de la mujer en la 
educación, la economía, la política y el 
empleo. (Naciones Unidas, 1987)

El artículo 5 de la Cedaw reconoce el 
impacto de la cultura y las tradiciones en la 
situación de la mujer, al disponer que deben 
modificarse los patrones socioculturales de 
conducta que atribuyen funciones y papeles 
específicos o estereotipados para las mujeres 
y los hombres, basados en la inferioridad o 
superioridad de cualquiera de los dos sexos, 
lo que perpetúa la discriminación por moti-
vos de sexo. Por otro lado, incluso cuando el 
texto del artículo 5 no lo indica, es entendido 
que esta disposición se refiere también a la 
importante función de los medios de comu-
nicación social en la difusión de estereotipos 
y de imágenes poco dignas, cuando no 
abiertamente ofensivas, de la representación 
y participación de la mujer en la sociedad.

El artículo 5 se considera una de las dispo-
siciones más importantes de la Cedaw, toda 
vez que las tradiciones y costumbres que 
prevalecen en los distintos países, así como 
los conceptos falsos sobre la inferioridad 
o la superioridad de uno u otro sexo, o las 
funciones sociales estereotipadas que se asig-
nan a mujeres y a hombres que —en forma 
directa o indirecta se perciben incluso en los 
sistemas de educación a través de los libros de 
texto— han afectado y obstaculizan todavía 
el progreso hacia la igualdad y la plena parti-
cipación de la mujer en su comunidad y en la 
sociedad nacional.

2.1.4. Derechos civiles, políticos y económico-sociales

En su parte II, la Convención señala en los 
artículos 7, 8 y 9 las disposiciones que deben 
adoptarse para garantizar a la mujer el pleno 
goce de sus derechos civiles y políticos en 

iguales términos que el hombre. La aplica-
ción de los artículos 7 y 8, en especial del pri-
mero, podría requerir que los Estados partes 
adopten medidas de acción afirmativa enfo-
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cadas a promover una mayor participación 
de las mujeres en las actividades políticas, en 
las esferas de la administración pública de 
los gobiernos y en otros sectores, tales como 
sindicatos, organizaciones empresariales y, en 
general, en las instituciones y organizaciones 
sociales, con énfasis en lograr una mayor 
incorporación de mujeres en las funciones 
directivas o en puestos de toma de decisión, 
hasta lograr un nivel igual al de la participa-
ción de los varones.

El artículo 7 engloba el derecho de la mujer 
a la participación política. Por lo anterior, se 
puede concluir que el contenido fundamen-
tal de la Convención, resumido en los párra-
fos precedentes, trata sobre las disposiciones 
que propugnan la eliminación de la discri-
minación contra la mujer y la protección, en 
igualdad de condiciones con el varón, de sus 
derechos en los ámbitos político, económico, 
social y cultural. 

2.2. Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia 
contra la Mujer

La Convención Interamericana para Prevenir, 
Sancionar y Erradicar la Violencia contra la 
Mujer fue aprobada por la Organización de 
Estados Americanos en Belém do Pará (Brasil) 
en 1994 y ratificada en Bolivia por la Ley 
1599, de 18 de octubre de 1994. Proclama 
que la violencia contra las mujeres es una vio-
lación a los derechos humanos y las libertades 
fundamentales, constituye una ofensa a la 
dignidad humana y una manifestación de las 
relaciones de poder históricamente desiguales 
entre hombres y mujeres; trasciende todos 
los grupos sin distinción alguna. El artículo 
1 de la Convención define la violencia como 
“cualquier acción o conducta, basada en su gé-
nero, que cauce muerte, daños o sufrimiento 
físico, sexual o sicológico a la mujer, tanto en 
el ámbito público como en el privado”. 

En el ámbito de los derechos humanos de las 
mujeres, el problema siempre será la coordi-

nación entre la declaración de este derecho 
y su articulación en la normativa de cada 
país; entre su declaración como un derecho 
esencial de la persona y su tratamiento, en 
demasiadas ocasiones, como un derecho 
puramente enunciativo, cuya práctica se 
puede limitar o congelar. Bolivia ratificó la 
Convención Interamericana para Prevenir, 
Sancionar y Erradicar la Violencia contra la 
Mujer (Convención de Belém do Pará). 

Con el respaldo de estas convenciones 
internacionales y los acuerdos suscritos por 
el Estado boliviano se sentó una base de 
disposiciones específicas, como el DS 24894 
(1997), que establece la igualdad de hombres 
y mujeres en los ámbitos político, económico, 
social y cultural, y la incorporación transver-
sal de contenidos de género en las políticas 
públicas (Coordinadora de la Mujer, 2011).

2.2.1. Declaración de Viena

Tras una movilización mundial que incluyó 
campañas, tribunales y acciones, los derechos 
humanos de las mujeres fueron reconocidos 
hace apenas unos años en la Conferencia 
Mundial de Derechos Humanos, celebrada 
en Viena en 1993. En palabras de Alda Facio: 
“Ahí se reconoció no solo que los derechos de 

las mujeres son derechos humanos, sino que 
sin derechos de las mujeres no hay derechos 
humanos”. 

En este marco, el reconocimiento de la dife-
rencia apela al derecho a ser diferentes, a ser 
universalmente respetadas siendo diferentes.
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3. DEMOCRACIA Y MUJERES

De acuerdo con Bobbio (1996: 25-103), 
la democracia moderna no puede ser más 
que una democracia pluralista, que lucha 
contra el abuso de poder. El pluralismo 
permite darnos cuenta de una característica 
fundamental de los modernos con respecto 
de los antiguos: la libertad más aún, lo lícito 
del disenso. Cuando es mantenido dentro 
de los límites de las llamadas reglas de juego, 
no es destructivo. La democracia no puede 
explicarse sin tomar en cuenta la capacidad 
de disentir con el otro y respetar las ideas del 
otro, construyendo una sociedad pluralista.

Ferrajoli acota una versión más garantista y 
amplia de la democracia, donde incorpora 
la titularidad y ejercicio de derechos como 
núcleo central, en consonancia con las reglas 
y procedimientos que hacen estrictamente 
a la democracia. Sostiene que la mayoría de 
los autores se concentró en concepciones 
puramente formales o procedimentales de 
la democracia como conjuntos de reglas del 
juego, independientes e indiferentes a los 
contenidos del juego democrático. En efecto, 
pues él mismo injertó en la democracia una 
dimensión sustancial, correspondiente a la 

validez de las leyes y diseñada por los límites 
y los vínculos jurídicos impuestos a los pode-
res políticos de mayoría. En síntesis, impuso 
la que cabe llamar esfera de lo no decidible: 
esto es, lo que ninguna mayoría puede vá-
lidamente decidir, es decir, la violación o la 
restricción de los derechos de libertad; y lo 
que ninguna mayoría puede legítimamente 
no decidir, es decir, la satisfacción de los 
derechos sociales constitucionalmente esta-
blecidos (Ferrajoli, 2014: 9). 

Es la concepción del constitucionalismo y de 
la democracia “garantista”, señalando que el 
constitucionalismo es un modelo normativo 
de ordenamiento producido por un cambio de 
paradigma tanto del derecho como de la demo-
cracia, gracias al cual la eficacia de las leyes y la 
legitimidad de la política están condicionadas 
al respeto y a la actuación de las garantías de 
los derechos estipulados en las constituciones. 
Los fundamentos de los derechos humanos 
deben buscarse en valores como la igualdad, 
la democracia, la paz y el papel de los propios 
derechos como leyes de los sujetos más débiles 
dentro de una sociedad.

3.1. Constitución y democracia en Bolivia

La CPE comprende un elenco de derechos, 
libertades y garantías, además de visualizar 
problemáticas colectivas hasta ahora ignora-
das en la República y desarrolla un amplio ca-
tálogo de derechos fundamentales. Si bien es 
cierto que existe un texto demasiado extenso, 
la inclusión exhaustiva de derechos y garantías 
merece ser de partida destacada como un dato 
objetivamente positivo. En efecto, el catálogo 
de derechos es completo y prácticamente 
exhaustivo. Esa situación podría explicarse 
por la necesidad política de regular con detalle 
e incluir al proyecto constitucional la mayor 
cantidad de adherentes colectivos, precisa-
mente en el componente de “derechos”, en 

el que todos mostraron un gran interés y una 
sorprendente capacidad de propuesta. Como 
ya se señala, la CPE incorpora una serie de 
artículos en favor de la mujer; no obstante, en 
la práctica cotidiana no se logró el reconoci-
miento del principio de despatriarcalización 
como el pilar de inclusión de las mujeres 
en vida social y más aún en la política, en la 
democracia interna de los partidos políticos. 

Es necesario remarcar que, por voluntad del 
constituyente, el artículo 1 de la CPE señala: 

Bolivia se constituye en un Estado 
unitario social de derecho plurinacional 
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comunitario, libre, independiente, so-
berano, democrático, intercultural, des-
centralizado y con autonomías. Bolivia 
se funda en la pluralidad y el pluralismo 
político, económico, jurídico, cultural y 
lingüístico, dentro del proceso integra-
dor del país. 

Este artículo reconoce la forma de Estado y el 
pluralismo. El pluralismo político reconoce 
diferentes formas de democracia: la liberal 
(democracia directa y representativa) y la 

3 Cabe hacer notar que la incorporación de la participación ciudadana y de los pueblos originarios estaba normada en la Ley de Agrupaciones 
Ciudadanas y Pueblos Indígenas de 2004 , con lo que se ampliaba la forma de participación política.

comunitaria, además de la coexistencia de 
justicia indígena y ordinaria. Otro aspecto 
importante en la CPE es que se levantó el 
monopolio de los partidos políticos3 para 
el ejercicio de la representación política, 
previendo que se realizará a través de las 
naciones y pueblos indígena originario cam-
pesinos, agrupaciones ciudadanas y partidos 
políticos (Art. 208); consagró el derecho a 
la participación política (Art. 26) y otorgó 
el rango de órgano del poder constituido al 
organismo electoral (Arts. 12, 205 al 208). 

3.2. Formas de democracia en Bolivia 

El artículo 11 de la CPE señala: 

I. La República de Bolivia adopta para 
su gobierno la forma democrática par-
ticipativa, representativa y comunitaria, 
con equivalencia de condiciones entre 
hombres y mujeres. II. La democracia 
se ejerce de las siguientes formas, que 
serán desarrolladas por la ley: 1. Directa y 
participativa, por medio del referendo, la 
iniciativa legislativa ciudadana, la revoca-
toria de mandato, la asamblea, el cabildo 
y la consulta previa. Las asambleas y 
cabildos tendrán carácter deliberativo 
conforme a ley. 2. Representativa, por 
medio de la elección de representantes 
por voto universal, directo y secreto, con-
forme a ley. 3. Comunitaria, por medio 
de la elección, designación o nominación 
de autoridades y representantes por 

normas y procedimientos propios de las 
naciones y pueblos indígena originario 
campesinos, entre otros, conforme a ley.

La convivencia de los tres tipos de democracia: 
representativa, participativa y comunitaria es 
conflictiva; pero necesaria, ya que la democracia 
participativa fortalece la democracia represen-
tativa, y la democracia comunitaria respeta 
las normas y valores del sistema indígena. De 
hecho, se puede decir que una tiene preemi-
nencia en el ámbito nacional: la representativa; 
mientras que la participativa es más del ámbito 
municipal y la comunitaria corresponde a las 
regiones o autonomías indígenas. 

Para ingresar en el tema de investigación se 
analizará la democracia representativa y la 
incorporación de las mujeres en la misma, 
avances y perspectivas.

3.2.1. Democracia representativa 

La democracia representativa es aquella en la 
que el pueblo gobierna y delibera por medio 
de sus representantes, tiene su espacio de rea-
lización en la forma institucional que asume 
la democracia, que son los partidos políticos. 
Esta representación se asume como la inter-
mediación de los partidos políticos entre la 
sociedad civil y el Estado, se transforma en 

un flujo de demandas y reflujo de ofertas de 
políticas públicas. 

Un problema importante en esta forma de 
democracia es la crisis de legitimidad de los 
partidos políticos, hecho que se extiende a 
diversas regiones del mundo; América Latina 
no está exenta de este fenómeno. El distan-
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ciamiento generado entre la sociedad civil 
y los partidos políticos llegó a un punto de 
quiebre, ocasionando la deslegitimación de 
estos últimos como canales de representación 
social y vínculo funcional entre el Estado y la 
sociedad (Martínez & Olucha, 2021).

Posiblemente uno de los factores de ese 
quiebre es la falta de democracia interna en 
los partidos políticos, por lo tanto, no se 
elige a verdaderos líderes o representantes; los 
mismos partidos se alejaron del ciudadano, la 
corrupción está en las esferas del gobierno. En 
el caso boliviano, señala Galindo que por “la 
falta de democracia al interior de los partidos, 
los líderes se perpetúan en el poder” (2018: 
45). Este tipo de democracia fue altamente 
debatido y en ningún caso se llevó a la práctica.

A su vez, Ferrajoli plantea que la forma 
representativa de los órganos legislativos 
y de gobierno, aun siendo una condición 
necesaria de su legitimación política y de la 
dimensión formal de la democracia, no basta 
para garantizar ni la bondad de las decisiones 
políticas ni su correspondencia con la (su-
puesta) voluntad popular, que muchas veces 
refleja los intereses de un grupo. 

Añádase que la representatividad política de 
las instituciones electivas sufre hoy la crisis 
profunda por la pérdida de arraigo social de 
los partidos, por su descrédito en la opinión 
pública, por la creciente personalización y 
verticalización de los sistemas políticos, por su 
tendencial subalternidad a los poderes econó-
micos y financieros. En síntesis, la democracia 

representativa está en crisis por múltiples 
factores descritos en párrafos precedentes.

Pero es importante revisar cómo está in-
corporada la participación ciudadana en la 
CPE, que en su artículo 26 señala: 

Todas las ciudadanas y los ciudadanos 
tienen derecho a participar libremente en 
la formación, ejercicio y control del po-
der político, directamente o por medio 
de sus representantes, y de manera indi-
vidual o colectiva. La participación será 
equitativa y en igualdad de condiciones 
entre hombres y mujeres. II. El derecho 
a la participación comprende: 1. La 
organización con fines de participación 
política, conforme a la Constitución y a 
la ley. 2. El sufragio, mediante voto igual, 
universal, directo, individual, secreto, 
libre y obligatorio, escrutado pública-
mente. El sufragio se ejercerá a partir de 
los dieciocho años cumplidos.

El artículo 147 indica que en la elección de 
asambleístas se garantizará la igual partici-
pación de hombres y mujeres. En lo que 
respecta a la estructura y organización terri-
torial del Estado, en el artículo 270 de la CPE 
se instituye la equidad de género entre los 
valores que rigen la organización territorial y 
las entidades descentralizadas y autónomas. 
De otro lado, el artículo 278 dispone que 
para la conformación del Órgano Legislativo 
departamental también se deben garantizar 
los criterios de paridad y alternancia.

3.2.2. Democracia interna-mujeres

La implementación de acciones afirmati-
vas, como las llamadas “cuotas”, permitió 
incrementar la presencia de las mujeres en 
el ámbito legislativo; pero no implicó su 
participación efectiva por diversas razones, 
una de ellas es la estructura no democrática y 
patriarcal en los partidos políticos. 

Bolivia incluyó la paridad en la normativa 
electoral, como principio rector de la parti-
cipación política en la Ley 4021 del Régimen 
Electoral Transitorio, de 14 de abril de 2009, 
hecho que significa un cambio en la concep-
ción formal de la ciudadanía política de las 
mujeres. La citada norma señala: 
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De la Igualdad de Oportunidades 
entre Varones y Mujeres. I. Las listas de 
candidatas y candidatos a Senadoras y 
Senadores, Diputadas y Diputados titu-
lares y suplentes, Asambleístas Departa-
mentales, Consejeros Departamentales, 
Concejales Municipales y autoridades 
en los municipios deberán respetar la 
igualdad de oportunidades entre mujeres 
y hombres, de tal manera que exista un 
candidato titular varón y enseguida una 
candidata titular mujer, una candidata 
suplente mujer y un candidato suplente 
varón, o viceversa. En el caso de las di-
putaciones uninominales, la alternancia 
se expresa en titulares y suplentes en 
cada circunscripción. II. Las listas de las 
candidatas y candidatos de las naciones y 
pueblos indígena originario campesinos 
serán nominados de acuerdo a sus pro-
pias normas y procedimientos. (Art. 9)

En el 2005 se registraba una participación de 
10,17 % en el Poder Ejecutivo, 20,90 % en el 
Poder Legislativo y 25 % en el Poder Judicial 
(CBDH, 2005). Posteriormente, en la legis-
latura 2009-2010 la participación de mujeres 
como candidatas a diputadas y senadoras 
ascendió a 47,56 % y la de los hombres fue de 
52,44 %, que expresa una brecha con relación 
a las efectivamente electas (Articulación 
Regional Feminista & Coordinadora de la 
Mujer, 2011). Al respecto, Zabala sostiene: 

Ha aumentado considerablemente la 
cantidad de mujeres parlamentarias, 
pero al igual que el caso de las ministras 
mujeres responden a la lógica del partido 
del jefe, al poder patriarcal tan arraigado 
en la cultura boliviana y latinoamericana. 
Por otro lado, tampoco quiere decir que 
la presencia de mujeres se traduzca en 
una nueva correlación de fuerzas o al 
igual que su homólogo hayan tomado el 
poder (…) cuando las mujeres acceden al 
poder muchas veces en concesión nego-
ciada con los líderes varones del partido, 

son objeto de representación ambiguos, 
que no constituyen a construir liderazgo 
autónomo. (2012: 85)

La paridad y alternancia se consolidan en la 
Constitución de 2009, en sus artículos 26, 
147 y 210; posteriormente se complementan 
con la Ley 026 del Régimen Electoral, de 30 
de junio de 2010, que indica en su artículo 11 
(EQUIVALENCIA DE CONDICIONES): 

La democracia intercultural boliviana 
garantiza la equidad de género y la 
igualdad de oportunidades entre mujeres 
y hombres. Las autoridades electorales 
competentes están obligadas a su cum-
plimiento, conforme a los siguientes cri-
terios básicos: a) Las listas de candidatas 
y candidatos a Senadoras y Senadores, 
Diputadas y Diputados, Asambleístas 
Departamentales y Regionales, Conce-
jalas y Concejales Municipales, y otras 
autoridades electivas, titulares y suplen-
tes, respetarán la paridad y alternancia de 
género entre mujeres y hombres, de tal 
manera que exista una candidata titular 
mujer y, a continuación, un candidato 
titular hombre; un candidato suplente 
hombre y, a continuación, una candidata 
suplente mujer, de manera sucesiva. 

La combinación de la cuota con el mecanismo 
de la alternancia fue, sin duda, lo que logró 
mejores resultados en la presencia de mujeres 
en espacios de decisión. Pero todavía no logró 
revertir el déficit de representación de las 
mujeres en el sistema político. La paridad, 
incluida como principio en el marco nor-
mativo boliviano y aplicada en los procesos 
de definición de candidaturas y elección de 
autoridades, permitió dar el paso más certero 
para lograr presencia paritaria de mujeres en 
las instancias de decisión. Al mismo tiempo, 
ubica a los movimientos de mujeres y femi-
nistas que lucharon por lograrla en un nuevo 
momento para avanzar hacia la democracia 
paritaria (Coordinadora de la Mujer, 2018).
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La paridad es una noción a la que se le asignó 
diferentes significados y un proceso político 
en construcción. Es un concepto que ya 
es parte no solo de la normativa, sino del 
lenguaje político cotidiano. Introduce una 
nueva concepción de democracia que evi-
dencia y refuta la neutralidad del Estado, del 
sistema político, del sistema electoral y de la 
representación política. La paridad permite 
reconocer la diferencia entre los sexos, sin 
jerarquizarlos, afirmando que la respon-
sabilidad pública concierne igualmente a 
hombres y mujeres (Ibíd.: 15).

Como ya se mencionó, a pesar de la paridad y 
alternancia incluidas en la reforma constitu-
cional de 2009 (Arts. 26, 147 y 210), Ley 026 
del Régimen Electoral, las cuales establecían 
mandatos de acción para implementar y 
construir una sociedad más democrática 
por el poder patriarcal de los partidos, en los 
cuales muy pocas mujeres llegan a ser líderes, 
la mayoría de ellas solo cumple funciones 
de apoyo, por lo tanto, es necesario seguir 
trabajando para fortalecer y empoderar a las 
mujeres que militan en partidos políticos. 
Este aspecto también fue señalado por la 
Coordinadora de la Mujer, que manifiesta:

Al considerar los efectos en el sistema 
político, se puede afirmar que los 

cambios que se han producido, con 
las cuotas primero y con la paridad 
después, no han logrado revertir la des-
igualdad política. Aunque la aplicación 
de la paridad ha producido cambios 
importantes, surgen a la vez varios fe-
nómenos recurrentes como obstáculos 
estructurales para su aplicación, entre 
los que se puede mencionar: 

(i) un Estado patriarcal; (ii) la ley por sí 
misma no garantiza su aplicación, y mu-
cho menos, si la misma no contempla 
mecanismos que garanticen su cumpli-
miento en un contexto adverso al pleno 
ejercicio de los derechos políticos de las 
mujeres; (iii) la todavía arraigada con-
cepción de la política como un no-lugar 
para las mujeres, como lo evidencian los 
frecuentes hechos de acoso y violencia 
política (Ibíd.: 22).

En síntesis, producto de una concepción 
patriarcal de la sociedad boliviana, en los par-
tidos políticos persiste una fuerte discrimi-
nación hacia las mujeres, donde en algunos 
casos ellas repiten lo que el líder varón indica. 
No obstante, la paridad de género es un 
avance sustancial para incorporar la igualdad 
entre hombres y mujeres.

4. CONCLUSIONES 

La incorporación de los tratados en materia 
de derechos humanos al bloque de constitu-
cionalidad y la inclusión de una treintena de 
artículos relacionados con los derechos de las 
mujeres en la CPE son un avance hacia la des-
patriarcalización del Derecho. Esto permitió 
que en Bolivia se desarrolle un conjunto 
de leyes para introducir nuevas pautas de 
ordenamiento en el sistema político, de ad-
ministración política y en el sistema judicial, 
con la inclusión de principios y contenidos 
favorables a la equidad de género. 

Los marcos normativos en favor de los dere-
chos humanos, específicamente de las muje-
res, y la dinámica sociopolítica permitieron 
una mayor expansión de los derechos civiles, 
políticos y económicos, que tuvieron un co-
rrelato en la mayor demanda de ampliación 
de la ciudadanía social y económica, aunque 
persisten en la vida cotidiana grandes des-
igualdades y discriminación hacia la mujer. 

Las leyes aprobadas en el periodo 1994-2017 
asumen una particular importancia porque 
se convierten en la base normativa que 
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establece disposiciones regulatorias en torno 
a diversos ámbitos estratégicos de la vida 
nacional, en los cuales se pretende incidir 
con los cambios propuestos en los convenios 
internacionales en derechos humanos, el 
problema es su no cumplimiento por varios 
factores, entre los cuales se señala como 
fundamental una estructura estatal de orden 
patriarcal con resistente permeabilidad a los 
fines de equidad e igualdad de género.

La implementación de acciones afirmativas, 
como las llamadas “cuotas”, permitió incre-
mentar la presencia de las mujeres en el ámbi-
to legislativo; pero no implicó la participación 
efectiva de las mujeres por diversas razones, 
una de ellas es la estructura no democrática y 
patriarcal interna en los partidos políticos, a 
pesar de la paridad y alternancia incluidas en 
la reforma constitucional de 2009 (Arts. 26, 
147 y 210) y la Ley 026 del Régimen Electo-
ral, las cuales establecían mandatos de acción 
para implementar y construir una sociedad 
más democrática y justa.
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